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Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la 
Jueza Soroeta Kodesh y el Juez Ramos Torres1 

 
Jueza Soroeta Kodesh, Jueza Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

Mediante un recurso de revisión administrativa presentado el 

24 de junio de 2016, comparece el Sr. Sergio L. Torres Torres (en 

adelante, el señor Torres Torres o el recurrente), Alcalde del 

Municipio de Corozal.  Nos solicita la revisión de una Resolución 

emitida y notificada el 28 de abril de 2016, por la Oficina de Ética 

Gubernamental (en adelante, la OEG o la recurrida).  Mediante la 

Resolución recurrida, la OEG dictaminó que el recurrente había 

cometido faltas éticas que justificaban la imposición de una multa 

de $9,000.00, más la restitución de la suma de $685.91 al Municipio 

de Corozal correspondientes a los fondos públicos perdidos. 

Por los fundamentos que expresamos a continuación, se 

confirma la Resolución recurrida. 

                                                 
1 Por Orden Administrativa Núm. TA-2016-293, se designó al Juez Ramos Torres 

en sustitución de la Jueza García García, por motivo de su jubilación. 
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I. 

El 18 de julio de 2014, la Oficina de Ética Gubernamental 

incoó una Querella (Caso Núm. 15-04) en contra del recurrente.  En 

la Querella de epígrafe, se informó que el señor Torres Torres es un 

funcionario público que ocupa el puesto de Alcalde del Municipio de 

Corozal desde el 15 de enero de 2013.   

Consta de la Querella que nos ocupa, que la OEG alegó, como 

primera causa de acción que, en el mes de marzo de 2013, se 

pavimentó un camino privado que lleva a la residencia del 

recurrente, para el cual se utilizó asfalto, empleados y maquinaria 

del Municipio de Corozal.  Adujo, además, que la pavimentación se 

llevó acabo sin que se tramitara la correspondiente solicitud, según 

lo dispuesto en la Ordenanza Municipal Núm. 33, Serie 1991-1992 

del Municipio de Corozal (en adelante, Ordenanza Municipal Núm. 

33).  Manifestó que el recurrente ocasionó la pérdida de fondos 

públicos al incumplir con el proceso requerido para la 

pavimentación del camino y al no efectuar medidas correctivas sobre 

el asunto.  Añadió que la Oficina del Panel Sobre el Fiscal Especial 

Independiente (en adelante, OPFEI) realizó una investigación de las 

actuaciones del señor Torres Torres con relación a la pavimentación 

del camino privado.  Razonó que la conducta descrita infringió los 

incisos (r) y (s) del Artículo 4.2 de la Ley Núm. 1-2012, conocida 

como la Ley de Ética Gubernamental (en adelante, LEG), 3 LPRA sec. 

1857a.   

Como segunda causa de acción, en la Querella de autos, se 

adujo que, durante la investigación de la OPFEI, el recurrente 

suscribió, a nombre del Municipio de Corozal, un contrato de 

servicios legales con el Bufete Legal Pedro Ortiz Álvarez, LLC.  Señaló 

que el Bufete asumió la representación legal del señor Torres Torres 

durante el proceso ante la OPFEI.  La OEG informó que, en virtud 

de este contrato, el Bufete le facturó al Municipio de Corozal la 
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cuantía de $4,522.00.  Asimismo, indicó que los hechos que 

motivaron la investigación del señor Torres Torres ante la OPFEI, 

constituían un asunto de naturaleza criminal y en el que se le 

investigó en su capacidad personal.  Además, destacó que la 

conducta imputada infringió los incisos (b), (r) y (s) del Artículo 4.2 

de la LEG, supra, al utilizar fondos públicos para su uso personal.   

Por su parte, el recurrente contestó la Querella incoada en su 

contra.  A su vez, en el transcurso de los procedimientos 

administrativos acaecidos, se llevó a cabo una inspección ocular del 

lugar en cuestión el 19 de octubre de 2015.  

Así las cosas, los días 20, 21, 22 y 23 de octubre de 2015, se 

celebraron las vistas administrativas.2  La OEG presentó el 

testimonio del Sr. Luis Panzardi Santiago (en adelante, el señor 

Panzardi Santiago) y el Sr. Ismael Martínez Ortega (en adelante, el 

señor Martínez Ortega).  Por su parte, por la parte recurrente, 

testificó el propio señor Torres Torres, al igual que el Sr. Pablo 

Burgos Marrero, el Sr. Rafael Rivera Nieves, el Sr. Francisco Pacheco 

Robles y el Lcdo. Pedro Ortiz Álvarez.   

Luego de aquilatada la prueba testifical vertida y la prueba 

documental desfilada, la Oficial Examinadora emitió un Informe de 

la Oficial Examinadora el 18 de abril de 2016, en el que plasmó las 

siguientes determinaciones de hechos que transcribimos a 

continuación:  

El Sr. Sergio L. Torres Torres, en adelante alcalde 
Torres Torres, ocupa el puesto del Alcalde del Municipio 

de Corozal desde el 14 de enero de 2013, hasta el 
presente.  Por su trabajo, el alcalde Torres Torres recibe 

un salario de $5,000 mensuales.  
 
El alcalde Torres Torres reside en una casa que 

alquila en el barrio Dos Bocas del Municipio de Corozal.  
Dicho inmueble queda dentro de una finca que 
pertenece a la sucesión Burgos.  En el barrio, residen 

                                                 
2 La prueba de la OEG consistió de los testimonios antes aludidos y diecisiete (17) 
Exhibits.  La prueba del recurrente consistió en los testimonios arriba 

enumerados, así como dos (2) Exhibits.  También, se admitió como Exhibit 1 entre 

las partes, una certificación del Centro de Recaudaciones de Ingresos Municipales 

de la Parcela 139-029-035-59 en el Barrio Dos Bocas, Corozal, Puerto Rico.  
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alrededor de seis familias, incluyendo al Sr. Pablo 
Burgos Marrero, quien es miembro de la sucesión.  La 

dirección física que utilizan los residentes es barrio Dos 
Bocas, Carretera 159, km. 14.7, Interior.  

 
El acceso a las residencias es por la carretera 159 

(Carr. 159), muy cerca del Departamento de Obras 

Públicas municipal, a través de un camino de asfalto.  
Excepto por el inmueble en donde vive el alcalde Torres 
Torres, las residencias de las demás familias ubican en 

la misma vía que comienza en la Carr. 159, kilómetro 
14.7.  En el área no existen portones ni verjas que 

separen el acceso a las casas desde la Carr. 159.  
 
Para tener acceso a la casa en la que reside el 

alcalde Torres Torres, se transita por el camino de 
asfalto que comienza en la Carr. 159 y, justo frente a la 

residencia del señor Burgos Marrero, se hace un giro a 
la derecha por un camino, también de asfalto, 
perpendicular a la vía que viene desde la Carr. 159, 

formando una “T”.  El camino también sirve de acceso 
a personal de la Autoridad de Energía Eléctrica que 
entra a la finca de la sucesión Burgos para dar 

mantenimiento a una línea eléctrica a través de una 
torre ubicada dentro de la finca.  Al final del camino de 

asfalto, comienza un área de tierra con una pequeña 
pendiente por el que se llega a la casa donde reside el 
alcalde Torres Torres y el resto de la finca.  

 
I. Los trabajos en el camino hacia la casa en 

donde reside el alcalde Torres Torres 

 El Sr. Luis J. Panzardi Santiago es el Director de 

Obras Públicas del Municipio de Corozal.  Asumió dicha 
posición el 19 de febrero de 2013, aproximadamente un 

mes después desde que el alcalde Torres Torres tomara 
posesión de su cargo.  El puesto de Director de Obras 
Públicas está dentro del servicio de confianza del 

Municipio de Corozal.  Como director de Obras 
Públicas, entre otras funciones, dirige, coordina y 
supervisa los trabajos de asfalto de carreteras, caminos 

y demás vías del Municipal de Corozal. 
  

Desde el 29 de junio de 1992, el Municipio de 
Corozal tiene la Ordenanza Núm. 33, Serie 1991-1992, 
según enmendada por la Ordenanza Núm. 15, Serie 

1997-1998, de octubre de 1997, para adoptar el 
reglamento para la construcción, pavimentación o 

habilitación de una entrada o acceso a sus viviendas a 
familias de ingresos moderados.  Según definido en la 
ordenanza, ingresos moderados es el total de ingresos 

que recibe una familia en un año natural de cualquier 
fuente que no excede de $50,000. 

  

Para marzo de 2013, el señor Burgos Marrero se 
encontró con el señor Panzardi Santiago y le solicitó que 

tapara unos hoyos en la vía que da acceso a su casa 
causados por un salidero de agua.  En ese momento, la 
esposa del señor Burgos Marrero estaba enferma y 

necesitaba que el acceso a su casa estuviera en buenas 
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condiciones ante la posibilidad de que fuera necesaria 
la entrada de una ambulancia.  

 
Uno o dos días después, el señor Panzardi 

Santiago acudió al lugar para verificar las condiciones 
del camino según le fue descrito por el señor Burgos 
Marrero.  Panzardi Santiago observó las condiciones de 

todo el camino que da acceso a las residencias, 
incluyendo el camino hacia la casa en donde reside el 
alcalde Torres Torres.  Éste impartió instrucciones a los 

empleados de la brigada de asfalto que “bachearan” los 
hoyos frente a la casa del señor Burgos Marrero y el 

camino hacia la casa en donde reside el alcalde Torres 
Torres.  Los empleados del Departamento de Obras 
Públicas llaman “bacheo” al acto de rellenar con asfalto 

los hoyos en las carreteras y demás vías vehiculares, y 
lo distinguen del acto de asfaltar en el sentido de que 

asfaltar conlleva cubrir la carretera o vía completa.  
 
En efecto, durante años, el Municipio de Corozal 

ha brindado servicios de pavimentación, 
repavimentación, construcción de cunetones y “bacheo” 
a sus ciudadanos.  Los trabajos de este tipo que se 

hacen por solicitud de los ciudadanos se registran en el 
Departamento de Obras Públicas.  

 
El 12 de marzo de 2013, a las 7:00 a.m., el señor 

Panzardi Santiago y el Sr. Ismael Martínez Ortega, 

encargado de la brigada de asfalto del Departamento de 
Obras Públicas del Municipio de Corozal, acudieron al 
barrio Dos Bocas en la Carr. 159, km. 14.7, Interior, a 

inspeccionar e iniciar los trabajos de limpieza y 
preparación de las áreas en donde se tiraría el asfalto. 

Estimaron que el camino hacia la casa donde reside el 
alcalde Torres Torres estaba muy deteriorado.  Mientras 
el señor Panzardi Santiago y el señor Martínez Ortega 

conversaban sobre el trabajo que la brigada haría en el 
camino, el alcalde Torres Torres se percató de su 

presencia y se les acercó.  El alcalde Torres Torres 
indagó con los empleados sobre qué se proponían hacer 
y les advirtió que no tiraran asfalto en la entrada de su 

casa.  El alcalde Torres Torres se retiró del lugar y poco 
después salió a trabajar, abandonando el área.  
También el señor Panzardi Santiago se retiró del lugar. 

  
El señor Martínez Ortega, junto a otros 

empleados de la brigada, que incluían a los señores 
Francisco Pacheco Robles y Rafael Ortega Nieves, 
continuaron limpiando y preparando el área para 

cuando llegara el asfalto.  En efecto, el camión con el 
asfalto llegó alrededor de la media mañana.  La brigada 

comenzó a trabajar desde el principio del camino que 
ofrece acceso a la casa donde reside el alcalde Torres 
Torres hacia la casa del señor Burgos Marrero, saliendo 

hacia la Carr. 159.  En el camino que ofrece acceso a la 
casa en donde reside el alcalde Torres Torres, la brigada 
tiró cuatro paños de asfalto.  Los paños de asfalto 

cubrieron todo el ancho del camino, no su longitud.  
Uno de estos paños cubría parte del borde izquierdo del 

camino, paralelo a un rancho de gallos del señor Burgos 
Marrero.  Es un paño estrecho pero de cierta longitud.  
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Otro de los paños cubrió una parte extensa del camino.  
No obstante, se desconocen las medidas de cada uno de 

dichos paños.  Ya fuera del camino que va hacia la casa 
en donde reside el alcalde Torres Torres, la brigada tiró 

asfalto en el borde derecho de éste y en todo el ancho 
de un segmento del camino que va a la Carr. 159, justo 
frente a la entrada de la casa del señor Burgos Marrero.  

Fue necesario utilizar parte del asfalto de un segundo 
camión para terminar el trabajo.  El señor Martínez 
Ortega, encargado de la brigada, fue quien decidió e 

impartió instrucciones sobre la extensión de los 
segmentos de los caminos que se repararían. 

  
Terminados los trabajos de “bacheo” en la 

comunidad en donde reside el alcalde Torres Torres, la 

brigada continuó trabajando en otros sectores del 
Municipio de Corozal.  Para los trabajos de reparación 

de estos caminos, el Municipio de Corozal utilizó sus 
recursos de empleados, maquinaria y asfalto.  El costo 
del asfalto utilizado durante los trabajos de reparación 

de caminos del 12 de marzo de 2013, incluyendo el 
“bacheo” en el camino hacia la casa del alcalde Torres 
Torres, fue de $1,825.46.  En particular, el costo de los 

materiales utilizados en la reparación de los caminos en 
la comunidad en donde reside el alcalde Torres Torres 

fue de $685.91.  
 
La solicitud verbal del señor Burgos Marrero al 

señor Panzardi Santiago para la reparación de los hoyos 
en el camino frente a su residencia no fue transcrita en 
el registro que mantiene el Departamento de Obras 

Públicas del Municipio de Corozal para las solicitudes 
de servicios de asfalto de sus ciudadanos. De dicho 

registro, no surge que algún vecino del lugar solicitara 
el servicio de asfalto para el sector en donde reside el 
alcalde Torres Torres, conforme lo requiere la 

Ordenanza Núm. 33, supra.  El alcalde Torres Torres ni 
el Sr. Pablo Burgos pagaron por el asfalto utilizado en 

los trabajos del 12 de marzo de 2013 en los caminos del 
barrio Dos Bocas, km. 14.7, Interior, del Municipio de 
Corozal. 

  
El Municipio de Corozal no impuso una medida 

disciplinaria o sanción alguna contra los empleados 
Luis Panzardi Santiago e Ismael Martínez Ortega, así 
como tampoco a los demás empleados que formaron 

parte de la brigada que llevaron a cabo los trabajos del 
12 de marzo de 2013 en el camino que da acceso a la 
casa donde reside el alcalde Torres Torres, en el barrio 

Dos Bocas, km 14.7, Interior, del Municipio de Corozal.  
 

El camino de asfalto que ofrece acceso a la casa 
en donde reside el alcalde Torres Torres en el barrio Dos 
Bocas, km 14.7, Interior está dentro de una propiedad 

privada.  
 

II. Contrato por servicios profesionales con el Bufete 
Legal Pedro Ortiz Álvarez y el pago de la 
representación legal del querellado ante la 

Oficina del Panel Sobre el Fiscal Especial 
Independiente con fondos públicos 
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El Sr. Rafael Rivera Ortega es el representante por 
el Distrito 28 de Barranquitas, Comerío, Corozal y 

Naranjito ante la Cámara de Representantes del Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico, en adelante 

representante Rivera Ortega.  
 
El 18 de abril de 2013, el representante Rivera 

Ortega presentó ante la Oficina del Panel Sobre el Fiscal 
Especial Independiente, en adelante OPFEI, una carta, 
en la que alegó que el alcalde Torres Torres cometió 

varios delitos por haber utilizado fondos y empleados 
públicos del Municipio de Corozal en “trabajos de 

mejoras y asfaltado dentro de la propiedad privada 
donde éste habita”.  El representante Rivera Ortega 
solicitó que su carta fuera acogida como una querella al 

amparo del artículo 3.008 de la Ley de Municipios 
Autónomos, 21 L.P.R.A. § 4108.  

 
La carta del representante Rivera Ortega fue 

atendida por la Unidad de Procesamiento 

Administrativo Disciplinario de la OPFEI, en adelante 
UPAD, como In re: Sergio L. Torres Torres, Querella 

Núm. 2013-011.  Simultáneamente, el Departamento 
de Justicia, a través de la División de Integridad 
Pública, Delitos Económicos y Asuntos del Contralor, 

llevó a cabo una investigación preliminar sobre los 
hechos, dirigida a determinar si constituía delito las 
actuaciones del alcalde Torres Torres respecto al uso de 

fondos y empleados públicos municipales en los 
trabajos de asfalto.  

 
Una vez el alcalde Torres Torres tuvo 

concomimiento de las imputaciones del representante 

Rivera Ortega ante el OPFEI, éste procuró los servicios 
legales del Lcdo. Pedro Ortiz Álvarez.  

 

El 20 de mayo de 2013, el licenciado Ortiz Álvarez 
y el Lcdo. César E. Molina Aponte de la oficina legal de 

Pedro Ortiz Álvarez, LLC comparecieron por escrito ante 
la UPAD para asumir la representación legal del alcalde 
Torres Torres y solicitar una prórroga para contestar la 

querella.  Con ese propósito presentaron la 
correspondiente Moción para Asumir Representación 

Legal y en Solicitud de Prórroga.  
 

El 24 de junio de 2013, el Municipio de Corozal, 
representado por el alcalde Torres Torres, otorgó el 
contrato de servicios profesionales con Pedro Ortiz 

Álvarez, LLC, Contrato Núm. 2013-000335, para el Año 
Económico: 2012-2013.  Por virtud de dicho contrato, 
Pedro Ortiz Álvarez, LLC, se comprometió a proveer al 

Municipio de Corozal servicios de representación legal, 
sobre cualquier materia, en los tribunales y agencias 

federales y estatales, así como ante cualquier organismo 
administrativo.  Además, se obligó a asumir la 
representación legal del Municipio de Corozal y de sus 

funcionarios en todos los pleitos que se llevaran en 
alzada ante cualquier foro federal y estatal.  El contrato 
tuvo una vigencia desde la fecha que fue otorgado, 24 

de junio de 2013, hasta el 30 de junio de 2013.  
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Por virtud de este contrato, el licenciado Ortiz 
Álvarez, así como otros abogados y personal de Pedro 

Ortiz Álvarez, LLC, ofrecieron servicios legales al 
alcalde Torres Torres para la querella en su contra 

ante la UPAD.  
 
Por los servicios de representación legal y los 

gastos relacionados presentados del 24 al 30 de junio 
de 2013, Pedro Ortiz Álvarez, LLC, facturó $4,552 al 
Municipio de Corozal.  El 3 de septiembre de 2013, el 

Municipio de Corozal emitió el cheque núm. 047873 por 
$4,338 para el pago de la factura, luego de hacer la 

retención que corresponde en ley.  Pedro Ortiz Álvarez, 
LLC, recibió el cheque y depositó el pago.  

 

Posteriormente, el 29 de octubre de 2013, el 
licenciado Ortiz Álvarez devolvió al Municipio de Corozal 

la totalidad de la cantidad facturada, $4,552. El 
licenciado Ortiz Álvarez tomó esa decisión debido a una 
discusión pública en la que se cuestionó la legalidad del 

uso de fondos públicos para sufragar los costos de la 
representación legal del alcalde Torres Torres y, unos 
errores del Municipio de Corozal en la adjudicación del 

pago de la factura a una partida del presupuesto 
incorrecta y en el trámite para notificar el contrato a la 

Oficina de la Contralora de Puerto Rico. Los abogados 
de la Oficina de Pedro Ortiz Álvarez, LLC, no 
continuaron con la representación legal del querellado 

ante la UPAD.  
 
Mediante una carta de 21 de octubre de 2013, el 

entonces Secretario de Justicia, Lcdo. Luis Sánchez 
Betances, notificó al alcalde Torres Torres que no 

recomendaba la designación de un fiscal especial 
independiente.  El Secretario de Justicia concluyó que 
luego de la investigación preliminar sobre las 

imputaciones de delito en contra del alcalde Torres 
Torres por sus actuaciones en el desempeño de sus 

funciones, no existía causa suficiente para concluir que 
cometió delito grave.  

El 27 de noviembre de 2013, los miembros del 

OPFEI notificaron al alcalde Sergio Torres una 
resolución en la que le informaron que, aun cuando 
acogían la recomendación del Secretario de Justicia, la 

investigación ante la UPAD continuaría.  Éstos 
consignaron en la resolución que la determinación de 

no asignar un fiscal especial independiente “no adjudica 
ni prejuzga” dicha investigación, debido a que 
desconocían si en ella se estaban evaluando 

documentos y testigos que aportaran información 
adicional a la recopilada por las Divisiones de Integridad 

Pública, Delitos Económicos y Oficina de Asuntos del 
Contralor del Departamento de Justicia.  

 

El 7 de diciembre de 2015, la OPFEI emitió una 
resolución adversa al alcalde Torres Torres, en la que 
concluyó que éste había incurrido en negligencia crasa 

al permitir la utilización de materiales pagados con 
fondos públicos para la reparación del camino privado 

que conduce a su residencia y, posteriormente, no 
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corregir la situación.  Al acoger el informe de la Oficial 
Examinadora, la OPFEI expresó que:  

 
[…] al aceptar la obra de mejora del camino 

privado y la ausencia de medidas 
correctivas demostró una incapacidad 
manifiesta, ineptitud, descuido en el 

desempeño de sus funciones que tipifica la 
definición de abandono inexcusable y 
negligencia inexcusable.  Permitir la obra 

y posteriormente no corregir la 
situación constituye una actuación 

ilegal y en beneficio personal sancionada 
por ley. Se trataba de propiedad 
municipal cuya disposición ha debido de 

seguirse estrictamente, el 
procedimiento que marca la ley y con el 

cual el querellado estaba 
indudablemente relacionado, pues regía 
los destinos municipales. (Énfasis 

suplido en el original).   
 
La resolución de la OPFEI impuso al alcalde 

Torres Torres la sanción de restitución de $685.91, 
correspondiente a la cantidad que pagó el Municipio de 

Corozal por los materiales que utilizó en el trabajo, y la 
suspensión de empleo y sueldo por diez días laborables.  

Conforme al precitado marco fáctico, en su Informe, la Oficial 

Examinadora concluyó que, al pavimentarse el camino privado, el 

señor Torres Torres infringió los incisos (r) y (s) del Artículo 4.2 de 

la LEG, supra.  En cuanto al inciso (r) del referido Artículo, supra, 

determinó que el señor Torres Torres, como Alcalde del Municipio de 

Corozal, omitió su deber de hacer cumplir la Ordenanza Municipal 

Núm. 33, ocasionando la pérdida de fondos públicos ascendientes a 

$685.91.  La Oficial Examinadora reconoció que, aun cuando los 

empleados y el recurrente entendían que el camino en controversia 

era municipal, previo a que comenzaran los trabajos, el señor Torres 

Torres tuvo la oportunidad de asegurarse que cumplían con la 

aludida Ordenanza Municipal.  Entendió que era el recurrente, 

“como máxima autoridad del municipio y custodio de la propiedad 

pública, quien debía velar porque se cumpliera con todos los 

requisitos legales, en particular que el solicitante fuera una familia 

de ingresos moderados”.  Destacó que ese requisito, le impedía 
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cualificar para el servicio de pavimentación provisto por la antes 

referida Ordenanza Municipal.  

Con relación al inciso (s) del Artículo 4.2 de la LEG, supra, 

expresó que el cumplimiento de los requisitos establecidos en la 

Ordenanza Municipal Núm. 33 son las garantías de la ciudadanía 

en cuanto a que la ejecución de la función pública no está 

influenciada por el interés de recibir un beneficio personal.  Ante 

ello, determinó que permitir la reparación del camino privado donde 

reside sin que se cumpliera con todos los requisitos impuestos por 

la Ordenanza Municipal en cuestión, puso en duda la imparcialidad 

e integridad de la función gubernamental.  

 De otra parte, en torno a la segunda causa de acción, 

estableció que la conducta del señor Torres Torres, al otorgar el 

contrato de servicios profesionales para su representación ante la 

OPFEI, conllevó el desembolso de fondos públicos incurriendo de 

esta manera en una violación al inciso (r) del Artículo 4.2 de la LEG, 

supra.  Igualmente, concluyó que, al utilizar sus facultades como 

alcalde para sufragar los gastos de representación legal en un 

proceso disciplinario, el recurrente infringió los incisos (b) y (s) del 

Artículo 4.2 de la LEG, supra.  

Así pues, la Oficial Examinadora recomendó la imposición de 

$9,000.00 en multas por violaciones al Artículo 4.2 de la LEG, 

supra.  Se desglosó la cuantía recomendada como multa de la 

siguiente forma: (1) $5,000.00 por infringir el inciso (b); y (2) 

$2,000.00 por cada una de las dos violaciones a los incisos (r) y (s).  

Además, recomendó que conforme al Artículo 4.7 (c)(2) de la LEG, 3 

LPRA sec. 1857(f)(c)(2), se ordenara al recurrente la restitución de la 

suma de $685.91 al Municipio de Corozal.   

Con posterioridad, el 28 de abril de 2016, la OEG dictó y 

notificó la Resolución aquí impugnada, en la cual acogió el Informe 

de la Oficial Examinadora y sus recomendaciones, imponiendo las 
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multas sugeridas en el mismo.  Insatisfecho con el referido 

dictamen, el 18 de mayo de 2016, el recurrente interpuso una 

Moción de Reconsideración, la cual fue declarada No Ha Lugar en 

una Resolución en Reconsideración emitida por la OEG el 25 de mayo 

de 2016 y notificada el 26 de mayo de 2016.  

Inconforme aún con dicha determinación, el señor Torres 

Torres presentó el recurso de revisión administrativa de epígrafe en 

el que adujo que la OEG cometió los siguientes errores, a saber: 

Erró la Oficina de Ética Gubernamental al aplicar la 

Ordenanza 33 a los hechos del caso del título cuando 

claramente era inaplicable a los mismos.  La prueba 

desfilada concluye que el Sr. Sergio Torres Torres no 

emitió Orden alguna para que se asfaltara el camino en 

controversia por lo cual no pudo haber violado 

ordenanza alguna.  

 

Erró la Oficina de Ética Gubernamental al sancionar al 

querellado por utilizar fondos municipales para pagar 

su defensa legal; en un procedimiento administrativo 

instado por un ciudadano privado a pesar de que el 

Secretario de Justicia ha avalado esta posibilidad y de 

que en realidad no hubo efecto económico para el 

Municipio.     

 

Erró la Oficina de Ética Gubernamental en apreciar la 

prueba desfilada en la vista administrativa, ya que las 

determinaciones de hechos emitidas, no están 

apoyadas en evidencia sustancial y, además, no existe 

prueba clara robusta y convincente.  

Luego de culminados varios trámites apelativos procesales, 

incluyendo la estipulación de la transcripción de la prueba oral, el 

recurrente presentó un Alegato Suplementario el 15 de noviembre de 

2016, y el recurrido incoó un Alegato en Oposición el 12 de diciembre 

de 2016.  Con el beneficio de la comparecencia de las partes y la 

transcripción de la prueba oral, exponemos el derecho aplicable.   

II. 

A. 

Constituye norma jurídica firmemente establecida en el 

ámbito del derecho administrativo que los tribunales deben 
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concederle la mayor deferencia a las decisiones administrativas por 

gozar las mismas de una presunción de validez, dada la experiencia 

que se les atribuye a estas.  IFCO Recycling v. Aut. Desp. Sólidos, 

184 DPR 712, 744 (2012); Torres Santiago v. Depto. Justicia, 181 

DPR 969, 1002 (2011).  La anterior normativa se fundamenta en que 

son los organismos administrativos los que poseen el conocimiento 

especializado sobre los asuntos que por ley se le han delegado.  Asoc. 

Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 923, 940 (2010); JP, Plaza 

Santa Isabel v. Cordero Badillo, 177 DPR 177, 186 (2009).  

En cuanto a las determinaciones de hechos formuladas por la 

agencia recurrida, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

establecido reiteradamente que, como norma general, los tribunales 

no intervendrán con estas, siempre y cuando se desprenda del 

expediente administrativo evidencia sustancial que las sostenga.  Al 

realizar dicha determinación, los tribunales deben utilizar un 

criterio de razonabilidad y deferencia.  The Sembler Co. v. Mun. de 

Carolina, 185 DPR 800, 821-822 (2012); Asoc. Fcias. v. Caribe 

Specialty et al. II, supra.  A su vez, la evidencia sustancial es aquella 

relevante que una mente razonada podría entender adecuada para 

sostener una conclusión.  Torres Santiago v. Depto. Justicia, supra, 

a la pág. 1003, citando a Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 76-77 

(2004).  

Con el propósito de “convencer al tribunal de que la evidencia 

en la cual se fundamentó la agencia para formular una 

determinación de hecho no es sustancial, la parte afectada debe 

demostrar que existe otra prueba en el expediente que reduzca o 

menoscabe el valor probatorio de la evidencia impugnada, hasta el 

punto de que no se pueda concluir que la determinación de la 

agencia fue razonable de acuerdo con la totalidad de la prueba que 

tuvo ante su consideración”.  Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 DPR 64, 

131 (1998).  Véanse, además, Rebollo v. Yiyi Motors, supra, a la pág. 
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77; Metropolitana S.E. v. A.R.PE., 138 DPR 200, 212-213 (1995); 

Hilton Hotels v. Junta de Salario Mínimo, 74 DPR 670, 686-687 

(1953). 

No obstante, las conclusiones de derecho realizadas por las 

agencias serán revisables en toda su extensión.  Torres Santiago v. 

Depto. Justicia, supra; Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, supra.  

Ahora bien, esto no significa que los tribunales pueden descartar 

libremente las conclusiones e interpretaciones de la agencia.  Torres 

Santiago v. Depto. Justicia, supra; Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et 

al. II, supra; Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 728 (2005).  “[E]l criterio 

que debe aplicarse es si la decisión administrativa, en interpretación 

de los reglamentos y las leyes que le incumbe implementar, es una 

razonable.”  O.E.G. v. Rodríguez, 159 DPR 98, 124 (2003).  

Igualmente, el Tribunal Supremo ha clarificado que la 

deferencia concedida a las agencias administrativas únicamente 

cederá cuando: (1) la determinación administrativa no está basada 

en evidencia sustancial; (2) el organismo administrativo ha errado 

en la aplicación o interpretación de las leyes o los reglamentos que 

se le ha encomendado administrar; (3) cuando el organismo 

administrativo actúa arbitraria, irrazonable o ilegalmente, 

realizando determinaciones carentes de una base racional; o (4) 

cuando la actuación administrativa lesiona derechos 

constitucionales fundamentales.  IFCO Recycling v. Aut. Desp. 

Sólidos, supra, a las págs. 744-745, citando a Empresas Ferrer v. 

A.R.PE., 172 DPR 254, 264 (2007).  

B. 

El Artículo 3009 de la Ley Núm. 91-1991, conocida como la 

Ley de Municipios Autónomos, 21 LPRA sec. 4109, establece que el 

alcalde será “la máxima autoridad de la Rama Ejecutiva del gobierno 

municipal y en tal calidad le corresponderá su dirección, 

administración y la fiscalización del funcionamiento del municipio”.  



 
 

 
KLRA201600665 

 

14 

A su vez, dispone que, entre los deberes, las funciones y facultades 

que ejercen los alcaldes, está: 

(a) Organizar, dirigir y supervisar todas las funciones y 
actividades administrativas del municipio. 
[…] 

(d) Cumplir y hacer cumplir las ordenanzas, 
resoluciones, reglamentos y disposiciones 
municipales debidamente aprobadas. 

(e) Representar al municipio en acciones judiciales o 
extrajudiciales promovidas por o contra el municipio, 

comparecer ante cualquier Tribunal de Justicia, foro o 
agencia pública del Gobierno del Estado Libre Asociado 
de Puerto Rico y del Gobierno de los Estados Unidos de 

América y sostener toda clase de derechos, acciones y 
procedimientos. […] 

[…] 
(g) Administrar la propiedad mueble e inmueble del 
municipio de conformidad a las disposiciones de ley, 

ordenanzas y reglamentos aplicables, […]. 
(h) Realizar de acuerdo a la ley todas las gestiones 
necesarias, útiles o convenientes para ejecutar las 

funciones y facultades municipales con relación a 
obras públicas y servicios de todos los tipos y de 

cualquier naturaleza. 
(i) Tramitar, con el consentimiento de la Legislatura 
Municipal y de conformidad a este subtítulo, todo lo 

relacionado con la contratación de empréstitos 
municipales. 
[…] 

(l) Dar cuenta inmediata a las autoridades competentes 
sobre cualquier irregularidad, deficiencia o infracción a 

las leyes, ordenanzas, resoluciones y reglamentos 
aplicables al municipio, adoptar las medidas e imponer 
las sanciones que se dispongan a los funcionarios o 

empleados que incurran, o que con su acción u omisión 
ocasionen tales irregularidades, deficiencias o 

infracciones. 
[…] 
(r) Contratar los servicios profesionales, técnicos y 

consultivos necesarios, convenientes o útiles para la 
ejecución de sus funciones, deberes y facultades y para 
la gestión de los asuntos y actividades de competencia 

o jurisdicción municipal. 
(s) Supervisar, administrar y autorizar todos los 

desembolsos de fondos que reciba el municipio, de 
conformidad con lo dispuesto en este subtítulo, excepto 
en cuanto a la asignación presupuestaria 

correspondiente a la Legislatura Municipal. 
[…] 

(x) Delegar por escrito en cualquier funcionario o 
empleado de la Rama Ejecutiva municipal las 
facultades, funciones y deberes que por este subtítulo 

se le confieren, excepto la facultad de aprobar, adoptar 
y promulgar reglas y reglamentos. 
(y) Ejercer todas las facultades, funciones y deberes 

que expresamente se le deleguen por cualquier ley o 
por cualquier ordenanza o resolución municipal y 

las necesarias e incidentales para el desempeño 
adecuado de su cargo. 
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El Artículo 2.004 de la Ley de Municipios Autónomos, en su 

inciso (o), también establece que los municipios están investidos de 

las facultades necesarias y convenientes para:  

(o) Proveer servicios o facilidades a familias de 

ingresos moderados para la construcción, 
pavimentación o habilitación de una entrada o acceso a 
sus viviendas desde un camino, carretera, zaguán, 

callejón, acera, paseo o cualquier otra vía pública, 
sujeto a que las leyes y reglamentos aplicables o a que 

cualquier servidumbre de paso debidamente 
constituida permitan tal entrada o acceso.  Los 
requisitos, procedimientos y normas para la solicitud y 

concesión de los servicios autorizados en este inciso se 
establecerán mediante ordenanza.  21 LPRA sec. 4054 

(o).  

 En cumplimiento con dicho mandato, el Municipio de Corozal 

aprobó la Ordenanza Municipal Núm. 33, que establece un 

Reglamento para la construcción, pavimentación o habilitación de 

una entrada o acceso a las viviendas para familias de ingresos 

moderados.3  

C. 

La LEG adoptó un Código de Ética “que reglamenta la conducta 

de los servidores públicos y ex servidores públicos de la Rama 

Ejecutiva, y que constituye un principio cardinal de esta legislación 

para proscribir las acciones improcedentes que ponen en riesgo la 

estabilidad del soporte moral del Estado”.  Exposición de Motivos de 

la Ley LEG.   

El Artículo 4.2 de la LEG, supra, contiene prohibiciones de 

carácter general, con un fin preventivo, que agrupan un conjunto de 

normas que integran la expectativa social de los valores morales que 

debe poseer un servidor público en sus funciones.  Por ende, “su 

aspiración es establecer unas normas de carácter general para guiar 

la conducta de los funcionarios públicos”.  O.E.G. v. Cordero, Rivera, 

154 DPR 827, 845 (2001). 

                                                 
3 Posteriormente, la Ordenanza Municipal Núm. 15, Serie 1997-1998, aprobada 

el 8 de octubre de 1997, enmendó el referido Reglamento. 
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En lo pertinente al recurso que nos ocupa, los incisos (b), (r) y 

(s) del Artículo 4.2, supra, establecen lo siguiente: 

(b) Un servidor público no puede utilizar los deberes y 
las facultades de su cargo ni la propiedad o los fondos 
públicos para obtener, directa o indirectamente, para él 

o para una persona privada o negocio, cualquier 
beneficio que no esté permitido por ley. 

(r) Un servidor público no puede omitir el 
cumplimiento de un deber impuesto por ley o 
reglamento, si con ello ocasiona la pérdida de fondos 

públicos o produce daño a la propiedad pública. 

(s) Un servidor público no puede llevar a cabo una 
acción que ponga en duda la imparcialidad e integridad 

de la función gubernamental.  3 LPRA se. 1857a. 

D. 

Por otro lado, la Ley Núm. 4 del 7 de diciembre de 1955 creó 

la Comisión para Ventilar Querellas Municipales (en adelante, 

CVQM), organismo al cual se le encomendó la facultad para atender 

las querellas o cargos formulados contra un alcalde por conducta 

impropia en el desempeño de sus funciones.  Rodríguez Rivera, 

Alcalde v. Comisión, 81 DPR 68 (1961).  Resulta menester destacar 

que la ni ley orgánica de la CVQM, ni las secuelas, establecían a 

quién se le debía imponer los gastos de litigio que incurrieran los 

Primeros Ejecutivos de los gobiernos municipales al defenderse de 

las querellas presentadas en su contra.  Por lo tanto, se suscitaron 

varias consultas al Secretario de Justicia relacionadas al pago por 

parte de la municipalidad, de los honorarios de abogado y gastos del 

litigio incurridos por un alcalde en los procedimientos ante la 

CVQM.  En aras de proveer un marco doctrinal de carácter 

persuasivo para un análisis concienzudo de la controversia que nos 

atañe, exponemos su contenido.  

 En el 1989, la Asamblea Municipal de Yauco presentó una 

consulta al Secretario de Justicia relacionada al pago de honorarios 

de abogados y costas de litigio incurridos por el alcalde del 

municipio al defenderse de una querella presentada ante la CVQM 
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por una Asambleísta Municipal.  En específico, se cuestionó si los 

gastos de litigio serían por cuenta del alcalde o debían ser pagados 

por el Municipio de Yauco, dado que “los actos respondían a 

ejecutorias como Ejecutivo Municipal”.  También se indagó si, de 

tener que responder el Municipio, los pagos se hacían 

administrativamente, o si era necesaria la previa aprobación de una 

Ordenanza para asignar los fondos para el pago de los gastos legales.  

 En la Opinión del Secretario de Justicia de 4 de diciembre de 

1989, se destacó que la querella presentada ante la CVQM por el 

Asambleísta Municipal en contra del alcalde era “sobre 

irregularidades administrativas y actuaciones ilegales”.  Op. Sec. 

Just. del 4 de diciembre de 1989.  Se enfatizó que “los actos, 

omisiones y prácticas administrativas alegadamente imputadas al 

señor Alcalde [hacían] referencia a sus gestiones en el curso o por 

su desempeño de sus funciones como Primer Ejecutivo Municipal”.  

Id.  Ante ello, el Secretario de Justicia opinó que, al “tratarse los 

cuestionados gastos de abogado y demás litigio en el presente 

asunto de obligaciones contraídas por el Alcalde para defenderse, 

ante el foro de la Comisión, de alegaciones de irregularidades 

respecto a sus ejecutorias en el curso y desempeño de sus funciones 

y actos oficiales como Primer Ejecutivo Municipal, [competía] a la 

municipalidad con sus fondos responder por tales gastos”.  Id.  

Destacó que “[debía] propiciarse la deseabilidad de que el 

desembolso de fondos públicos en el presente asunto se [hiciera] en 

virtud de ordenanza o resolución aprobada al efecto”.  Id.  No 

obstante, expresó lo que sigue a continuación:  

Conviene indicar, que el asesoramiento aludido 

fue aclarado y suplementado en comunicación dirigida 
al señor Gobernador el 5 de febrero de 1990.  En ésta 

se precisa que la concesión del beneficio de 
representación legal mediante el pago por la 
municipalidad de los correspondientes honorarios de 

abogado y gastos del litigio está condicionada a que los 
actos del Primer Ejecutivo Municipal cuestionados 
efectivamente estén dentro del marco de sus funciones 
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y de ley.  De lo contrario, y como es natural, procedería 
la restitución de los fondos municipales asignados para 

tales propósitos.  Asimismo, se hace una exhortación a 
la Asamblea Legislativa para que pondere la 

deseabilidad de propulsar y aprobar la legislación que 
estime pertinente, a fin de establecer los criterios 
uniformes por los cuales las Asambleas Municipales 

deben regirse en la concesión de tales beneficios. Op. 
Sec. Just. Núm. 1990-6. 

 

Posteriormente, en la Opinión del Secretario de Justicia Núm. 

1990-6 de 6 de febrero de 1990, se cuestionó la procedencia del 

desembolso de fondos públicos para el pago de la representación 

legal de un alcalde en un procedimiento ante la CVQM en el que se 

le imputó cargos graves de corrupción gubernamental.  En su 

respuesta, el Secretario de Justicia destacó que la Opinión de 4 de 

diciembre de 1989, se basó en una querella instada por un 

asambleísta municipal respecto a las ejecutorias del alcalde.  A la 

luz de ello, en aquella ocasión, se consideró legítimo que el 

municipio sufragara los gastos, dado que el proceso no era uno 

respaldado por una investigación oficial de un organismo 

gubernamental competente.  También, expresó que, tras examinar 

el Artículo 14 de la Ley de Procedimientos Contra el Estado, 32 LPRA 

sec. 3092, por analogía allí, razonó que “concedido el beneficio, el 

alcalde vendría obligado a restituir los fondos municipales 

autorizados para su representación legal en aquellos casos donde se 

probara durante el procedimiento correspondiente las alegaciones 

de irregularidades o corrupción en sus ejecutorias, así como 

aquellas instancias donde se establecieran hechos constitutivos de 

delito o de tal gravedad que ameriten la imposición de sanciones 

contra dicho funcionario”.  Op. Sec. Just. Núm. 1990-6.   

No obstante, indicó que, en la consulta ante su consideración, 

había sido el Estado el que presentó el caso ante la CVQM en aras 

de probar actos de corrupción y violaciones a la ley.  Por 

consiguiente, concluyó que constituiría un contrasentido que una 

vez el Estado presente estos cargos administrativos, el Municipio 
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desembolsare los fondos públicos para solicitar la representación 

legal de la defensa del alcalde.  Apoyó su determinación en que, “si 

el Estado mueve sus organismos oficiales contra un alcalde en 

protección de los fondos, propiedades e intereses de la 

municipalidad, la Asamblea Municipal no debe facilitar, directa o 

indirectamente, que dicho funcionario continúe desempeñándose 

como tal.”  Id.  

Unos años después, se publicó la Opinión del Secretario de 

Justicia Núm. 19 de 21 de agosto de 1995, que atendió una consulta 

en cuanto a si procedía a la Asamblea Municipal autorizar un 

reembolso al Municipio por gastos en los honorarios de abogados 

incurridos por el alcalde al defenderse de unas imputaciones en 

foros administrativos donde fue exonerado.  Con respecto a la 

querella presentada por la Asamblea Municipal contra el alcalde 

ante la CQVM, el Secretario de Justicia concluyó lo siguiente: 

“[debía] quedar a la discreción de la Asamblea Municipal el 

determinar si procede o no a reembolsar los gastos incurridos por el 

Alcalde en honorarios de abogado para este caso en particular”.  Op. 

Sec. Just. Núm. 1995-19.  Sobre la querella presentada ante el Panel 

del Fiscal Especial Independiente, indicó que el Artículo 4(6) de la 

Ley del Fiscal Especial Independiente, Ley Núm. 2 del 23 de febrero 

de 1988, disponía que cuando “el Panel determine que la 

información que dio lugar a la investigación era frívola y el 

funcionario objeto de la misma sea exonerado, el Panel le impondrá 

a la persona que presentó la información los costos incurridos en 

los procedimientos y el Estado le reembolsará al funcionario una 

cantidad razonable por los gastos incurridos en honorarios de 

abogados”.  Op. Sec. Just. Núm. 1995-19.  Ante ello, razonó “que la 

Asamblea Municipal no [debía] reembolsar los gastos incurridos por 

el señor Alcalde en honorarios de abogado, ya que, conforme al 

Artículo 4(6) de dicho estatuto, antes citado, le corresponde a este 
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funcionario solicitar al Panel del F.E.I. que autorice el reembolso en 

cuestión por el Gobierno Estatal”.  Id.  

Ahora bien, la precitada disposición fue eliminada de la Ley 

del Panel sobre el Fiscal Especial Independiente el 2 de enero de 

2012, por la Ley Núm. 3-2012.  Sin embargo, con el propósito de 

promover una estructura gubernamental efectiva y eficaz, el 3 de 

enero de 2012, la Asamblea Legislativa aprobó el Plan de 

Reorganización Núm. 1 de 2012, que modificó las facultades de la 

CVQM y reasignó algunas de sus funciones a la OPFEI.  A tales fines, 

creó la Unidad de Procesamiento Administrativo Disciplinario 

(UPAD), adscrita a la OPFEI.  Entre los deberes de la UPAD, está 

proveer al Panel una recomendación sobre el curso de acción a 

seguir en torno a los procedimientos disciplinarios contra los 

alcaldes cuando el Panel recibe información, bajo juramento, que, a 

su juicio, constituye causa suficiente para investigar si un alcalde, 

en el desempeño de sus funciones, incurrió en conducta lesiva al 

interés público.  3 LPRA sec. 99t-1.  En particular, si tras su 

investigación “el Panel determine que la información o querella 

recibida ha sido frívola, le podrá imponer a la persona que presentó 

la misma todos los costos incurridos en los procedimientos 

realizados”.  Id.  A raíz de lo antes discutido, concluimos que la 

intención de la Asamblea Legislativa no fue aprobar una legislación 

que contraviniera la Opinión del Secretario de Justicia Núm. 19 de 

21 de agosto de 1995.  

Al amparo de los principios antes enunciados, atendemos los 

planteamientos esbozados en el recurso que nos ocupa. 

III. 

En el recurso ante nuestra consideración, el recurrente alegó 

que, para poder sancionar un alcalde por infracciones a la LEG, era 

necesario que la conducta incurrida fuera sustancial.  En específico, 

indicó que, en casos de negligencia, la actuación debe ser 
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manifiesta, injustificable y de carácter serio, mientras que si se 

imputa una actuación ilegal que implique abandono, esta debe ser 

algo más que una mera omisión o equivocación.  No le asiste la razón 

al recurrente en su planteamiento.  

De entrada, cabe destacar que el Artículo 3.008 de la Ley de 

Municipios Autónomos, 21 LPRA sec. 4108, en su primer inciso, 

establece que un alcalde “podrá ser suspendido o destituido de su 

cargo de conformidad al procedimiento dispuesto en la sec. 99t-1 

del Título 3, y por las siguientes causas,” entre estas “[i]ncurrir en 

actos ilegales que impliquen abandono inexcusable, negligencia 

inexcusable que resulte lesiva a los mejores intereses públicos en el 

desempeño de sus funciones”.  Id.  En el segundo inciso del Artículo 

3.008, se indica el significado de frases expuestas en las otras 

causas por las cuales se puede destituir o suspender a un alcalde, 

entre las cuales se encuentran las descripciones del tipo en el que 

el recurrente argumenta debió incurrir para que procediera la 

imposición de las sanciones en su contra.  

Ahora bien, en el recurso de epígrafe, se sancionó al recurrido 

por infracciones a la LEG, no por las disposiciones adicionales que 

provee la Ley de Municipios Autónomos, supra.  En consecuencia, 

no era necesario que la prueba cumpliera con los requisitos 

dispuestos para las otras causas de acción.  Por otro lado, es norma 

reiterada que en los procedimientos disciplinarios el estándar de 

prueba es clara, robusta y convincente.  In re Caratini Alvarado, 153 

DPR 575, 584 (2001).  

En segundo lugar, en cuanto a las violaciones imputadas por 

la contratación de servicios profesionales con fondos públicos para 

su representación legal, el recurrente alegó que el benefició del pago 

de la representación legal ante la OPFEI es uno permitido por ley. 

En apretada síntesis, fundamentó su razonamiento en las Opiniones 

del Secretario de Justicia que ya discutimos anteriormente.  



 
 

 
KLRA201600665 

 

22 

Según se desprende de las determinaciones de hechos 

expuestas por la OEG, el recurrente suscribió un contrato a nombre 

del Municipio de Corozal para sufragar los gastos de su 

representación legal ante la UPAD.  El Plan de Reorganización Núm. 

1 de 2012 expresamente provee para que la UPAD ordene el 

reembolso de fondos cuando considera que se ha presentado una 

querella frívola.  Al atemperar el marco legal actual, la Opinión del 

Secretario de Justicia Núm. 19 de 21 de agosto de 1995, le 

correspondía al funcionario solicitar a la UPAD “que autorice el 

reembolso en cuestión por el Gobierno Estatal”.  Id.  Por 

consiguiente, no le asiste la razón al recurrente. 

En la alternativa, el recurrente argumentó que la conducta 

estaba respaldada por el ordenamiento jurídico porque las 

imputaciones se realizaron por el alegado incumplimiento de sus 

deberes como alcalde.  Aun si consideramos que lo previamente 

expuesto es suficiente para atender este argumento, conforme con 

la Opinión del Secretario de Justicia de 4 de diciembre de 1989, que 

aun cuando no fue publicada, sí fue ampliamente discutida en 

opiniones posteriores, cuando se presenten querellas por 

“irregularidades respecto a sus ejecutorias en el curso y desempeño 

de sus funciones y actos oficiales como Primer Ejecutivo Municipal,” 

lo recomendable es que el desembolso se efectúe “en virtud de 

ordenanza o resolución aprobada al efecto”.  Id.  En el presente caso, 

no se desprende de las determinaciones de hechos que, previo a 

suscribir el contrato para los gastos de su representación legal, el 

recurrente solicitara que la legislatura municipal emitiera una 

ordenanza o resolución para el desembolso de los fondos públicos.   

En vista de lo antes expuesto, no albergamos duda de que la 

conducta del recurrente, al suscribir un contrato para sufragar sus 

gastos en un procedimiento ante la UPAD, no está permitido por ley.  

Dicha conducta diáfanamente acarrea consigo la duda en la 
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imparcialidad e integridad de la función gubernamental, 

infringiendo el inciso (s) del Artículo 4.2 de la LEG, supra.   

En tercer lugar, el recurrente planteó que no procede la 

imposición de las sanciones administrativas debido que la prueba 

vertida demostró que el dinero fue devuelto al Municipio de Corozal.  

En torno a este particular, es menester recalcar que el inciso (b) del 

Artículo 4.2 de la LEG, supra, establece que:   

Un servidor público no puede utilizar los deberes 
y las facultades de su cargo ni la propiedad o los fondos 
públicos para obtener, directa o indirectamente, para él 

o para una persona privada o negocio, cualquier 
beneficio que no esté permitido por ley.  3 LPRA sec. 
1857a. 

 

Para configurar una infracción al amparo del citado Artículo 

4.2(b), supra, se requiere el cumplimiento de cuatro requisitos: (1) 

que se trate de un funcionario o empleado público; (2) que este haya 

utilizado sus deberes, facultades de su cargo, propiedad o fondos 

públicos; (3) con el fin de propiciarse a sí misma, o algún miembro 

de su familia o a otra persona; (4) alguna ventaja, beneficio o 

privilegio.  O.E.G. v. Rodríguez, supra, a la pág. 134.  El objetivo del 

inciso (b) del Artículo 4.2 de la LEG, supra, es “evitar que el servicio 

público sea utilizado como fuente de lucro individual o mecanismo 

para proporcionarle beneficios y privilegios a terceras personas”.  Id.  

Se cataloga como beneficio “cualquier provecho, utilidad, lucro o 

ganancia, sin limitar el término a una ganancia pecuniaria o 

material, sino que denota cualquier forma de ventaja”.  Art. 1.2(i) de 

la LEG, 3 LPRA sec. 1854(b).  Además, no es necesario que el 

funcionario logre el beneficio económico.  Basta con que haya tenido 

“la intención de obtener estos beneficios, aunque sus planes se 

vieron frustrados […].”  O.E.G. v. Román, 159 DPR 401, 413 (2003).  

Por lo tanto, el argumento elaborado por el recurrente ni siquiera 

constituye una mitigación de la conducta sancionada, toda vez que 
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el dinero fue devuelto por la voluntad del recipiente del pago, no por 

las acciones directas del recurrente.  

En cuarto lugar, el recurrente manifestó que la OEG pretende 

castigar el acto de firmar el contrato de servicios profesionales, a la 

misma vez, como una acción y una omisión.  Destacó que la Oficial 

Examinadora concluyó que una sola conducta constituyó, a la 

misma vez, la acción que puso en duda la imparcialidad de 

integridad de la función gubernamental y la omisión del 

cumplimiento de un deber.  

En torno a este particular, el inciso (r) del Artículo 4.2 de la 

LEG, supra, prohíbe que un funcionario público, incurra en 

conducta que conlleva la omisión del cumplimiento de un deber 

impuesto por ley o reglamento que ocasiona la pérdida de fondos 

públicos o daños a la propiedad.  La conducta tipificada no es una 

omisión pura, sino que constituye una omisión impropia.  Veamos.  

No constituye una omisión pura debido a que la norma 

menciona expresamente el comportamiento omisivo y no se infringe 

la disposición legal, cuando meramente se omita cumplir un deber 

impuesto por ley o reglamento.  Por el contrario, es una omisión 

impropia, ya que se trata de una sanción donde la conducta 

prohibida está acompañada por un resultado, cuya causalidad es la 

omisión de la acción mandada o esperada por el ordenamiento 

jurídico.  En esa situación, la acción se torna relevante porque 

“implica necesariamente la omisión de los restantes 

comportamientos,” entre ellos, la acción mandada en el deber 

impuesto en ley o reglamento.  E. Bacigalupo, Delitos Impropios de 

Omisión, 2da ed., Bogotá, Ed. Temis, 1983, pág. 76.  Así pues, 

estimamos que se puede infringir la disposición con una conducta 

activa que no sea la exigida.  Por consiguiente, procede la imposición 

de la sanción por infracción al inciso (r) del Artículo 4.2 de la LEG, 

supra.  
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De otra parte, con respecto al incumplimiento con la 

Ordenanza Municipal Núm. 33, el recurrente argumentó que la 

Oficial Examinadora erró al concluir que, a tenor con las 

determinaciones de hechos realizadas, el señor Torres Torres 

infringió los incisos (r) y (s) del Artículo 4.2 de la LEG, supra.  En 

específico, indicó que, de la transcripción de la prueba oral, se 

desprende que el señor Torres Torres no peticionó que se asfaltara 

el camino que conduce a su residencia.  Señaló, además, que fueron 

los señores Panzardi Santiago y Martínez Ortega quienes 

impartieron las instrucciones sobre la extensión de los segmentos 

que se repararían, y que el recurrente manifestó a los empleados 

públicos que no asfaltaran la entrada a su residencia.  Razonó que, 

avalar lo decidido por el foro administrativo, sería pretender que el 

alcalde trabaje en todas las posiciones del Municipio.  Por último, 

destacó que distinto hubiera sido si, tras ser notificado de alguna 

falta en el cumplimiento de la ordenanza, el recurrente se hubiera 

quedado cruzado de brazos. 

Según se desprende de las conclusiones de derecho arribadas 

por la OEG, al recurrente no se le está sancionado por emitir una 

orden para que se asfaltara el camino que dirige hacia su residencia, 

sino por no verificar que el trabajo a realizarse cumpliera con los 

requisitos establecidos en la Ordenanza Municipal Núm. 33.  En 

especificó, la Oficial Examinadora subrayó que el recurrente incidió 

en el cumplimiento de sus deberes por no velar que “el solicitante 

fuera una familia de ingresos moderados”, requisito que impedía que 

el recurrente se beneficiara de los servicios.  No obstante, determinó 

que los empleados del Municipio y el recurrente, entendían que el 

camino público era municipal.  

Ahora bien, entre los deberes del alcalde, está “supervisar 

todas las funciones y actividades administrativas del municipio”, 

“cumplir y hacer cumplir las ordenanzas […] municipales”, así como, 
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“ejercer todos las facultades, funciones y deberes que expresamente 

se le deleguen por cualquier […] ordenanza […] y las necesarias e 

incidentales para el desempeño adecuado de su cargo”.  3 LPRA sec. 

4109.  En el Reglamento para la Construcción, Pavimentación o 

Habilitación de una Entrada o Acceso a las Viviendas para Familias 

de Ingresos Moderados se indica que el Municipio “construirá, 

habilitará y pavimentará gratuitamente […] las entradas o caminos 

hasta las viviendas de familias de ingresos moderados […]”.  Sin 

embargo, el Reglamento permite que se pavimente “un camino que 

sirva de acceso a dos o más familias y en el que por lo menos una 

de esas familias sea de ingresos moderados”.  

Por otro lado, le corresponde al alcalde, o su representante 

autorizado, implementar un sistema de solicitudes escritas.  El 

referido Reglamento también requiere que el sistema de solicitudes, 

entre otras cosas, contenga evidencia de la fuente de ingresos y 

residencia.  No se desprende que sea requerida la titularidad de la 

propiedad, pues limita el requisito a evidencia de residencia.  La 

solicitud también deberá contener un “espacio para uso del 

municipio” donde entre otras cosas, se indique los “metros lineales 

del camino”, “comprobación del número de familias” y la firma del 

alcalde o el representante.  

Según previamente elaborado, el inciso (r) del Artículo 4.2 de 

la LEG, supra, se puede infringir mediante una acción u omisión.  

Para poder sancionarse como una omisión, es necesario que exista 

un deber de garante.  Por ejemplo, el deber de un policía, bombero 

o salvavidas de socorrer a una persona en peligro.  En consecuencia, 

cuando se castiga una omisión, se requiere que el sujeto estuviera 

en condiciones de poder hacer cumplir la acción requerida por ley.  

En síntesis, en la omisión impropia, también conocida como la 

omisión cualificada se observa que:   
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Quien deja que las cosas sigan su curso y no usa la 
posibilidad de una intervención, <<omite>> algo.  Pero 

omitir no significa <<no hacer nada>> pasivamente, 
sino no realizar determinada actividad 

jurídicamente exigida, o realizar una conducta 
distinta a la esperada o prevista.  De esta manera, el 
sujeto activo garantiza el dominio del proceso causal 

peligroso para el bien jurídico.  (Escolios omitidos.) M.A. 
Cuadrado Ruiz, La comisión por Omisión como problema 
dogmático, Anuario de Derecho Penal y Ciencias 
Penales (España) Vol. L., 1997, pág. 391. 

En el caso de epígrafe, la residencia del alcalde era la única 

cuya entrada de la vivienda estaba en el camino privado que se 

pavimentó.  El recurrente debió reconocer que iba a beneficiarse de 

un servicio sufragado con fondos públicos.  Nuestra sociedad tiene 

unas expectativas en cuanto al curso de acción que debe seguir un 

alcalde, cuando existe la posibilidad de que se beneficie de un 

servicio de fondos públicos.  El alcalde debe asegurarse de que el 

proceso cumple y sigue estrictamente todas las normas.  Ello así, 

aun cuando haya sido él quien ordenó o autorizó el servicio.  En 

estas situaciones, su deber de “supervisar las funciones y 

actividades administrativas del municipio” para asegurar “cumplir y 

hacer cumplir las ordenanzas” municipales, era indelegable.  El 

mero hecho de que existiera la posibilidad de beneficiarse del 

servicio de pavimentación porque mejoraba el camino que lo llevaba 

hacia su casa, ponía en riesgo la estabilidad del soporte moral de las 

autoridades concernientes.  Para asegurarse que ello no sucediera, 

la expectativa de los valores morales que debía desplegar requería 

una mayor participación en asegurarse que la labor a realizarse 

cumpliera con los requisitos en la ley y el reglamento.  Así también 

se aseguraba que no existiera duda en la imparcialidad e integridad 

de la función gubernamental.  Por un lado, aun cuando entendía 

que el camino era municipal, debió cerciorarse de ello en el registro 

de la propiedad antes de permitir que se realizaran las labores.   

Sin embargo, cuando el recurrente se percató de los eventos, 

se limitó a preguntar, cuál era la labor a realizarse e indicar que no 
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se pavimentara la entrada de su residencia.  Sin embargo, no 

advirtió que estaban impedidos de pavimentar el camino que dirigía 

hacia su residencia, toda vez que existe una orden que requiere que 

cuando se vaya a pavimentar caminos o entradas privadas, se 

complete una solicitud y se cumpla con unos requisitos.  Es decir, 

omitió su deber de supervisor y de hacer cumplir una ordenanza 

municipal.  Por lo tanto, procede confirmar la sanción impuesta al 

recurrente por infringir el inciso (r) de la LEG del Artículo 4.2, supra, 

por la conducta relacionada a la pavimentación del camino interno.  

Por último, en cuanto al inciso (s), el recurrente argumentó 

que, conforme a derecho, no procede la sanción impuesta, toda vez 

que la disposición castiga la conducta activa de acción y su 

conducta fue una omisión.  

La normativa de que solo se puede castigar a una persona por 

la conducta descrita en la ley, proviene del principio de legalidad, 

utilizado tradicionalmente para evaluar estatutos penales.  Aun 

cuando la LEG despliega un fin retributivo al disponer que la 

infracción de sus prohibiciones puede conllevar la imposición de 

sanciones penales como administrativas, 3 LPRA sec. 1857f,4 al 

regular el campo moral y ético, no se puede pretender que en las 

disposiciones de la LEG se expongan específicamente las instancias 

en que se infringen las prohibiciones de carácter general.  O.E.G. v. 

Cordero, Rivera, supra.  Aun cuando la infracción de sus 

disposiciones pueda conllevar consecuencias de carácter penal, 

“no significa que sean aplicables los mismos requisitos de 

rigurosidad que se exigen en los estatutos penales”.  Id., a las 

págs. 844-845. 

Del historial legislativo de la Ley Núm. 1-2012, destacamos que 

en la ponencia de la OEG se indicó que dicho inciso “incorpora una 

                                                 
4 Véase, también, Exposición de Motivos de la Ley Núm. 1-2012. 
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prohibición a las actuaciones que lesionen el buen nombre de la 

agencia.  Esta norma atiende la apariencia de conflicto de interés, 

evitando que, con sus acciones, un servidor público pueda afectar 

la imparcialidad de la función gubernamental”.  P. de la C. 3274, 

Memorial Explicativo presentado como ponencia por la OEG el 13 de 

mayo de 2011, pág. 14.  Además, de forma persuasiva, 

consideramos que el Tribunal Supremo Español ha expresado que, 

aun cuando una disposición administrativa tipifique una conducta 

positiva de acción, una persona puede ser sancionada por omisión 

cuando “la omisión es equivalente a la acción en la medida que 

el tipo […] no requiere una especie determinada de 

comportamiento activo que condicione la realización del 

mismo”.5  STS 29 de octubre de 1994 (RJ 1994/18440).  

El inciso (s) el Artículo 4.2 de la LEG, supra, “no requiere una 

especie determinada de comportamiento activo” se refiere a un 

comportamiento activo pero general.  Así pues, la omisión puede 

equivaler a su comisión.  En consecuencia, procede confirmar la 

sanción impuesta al recurrente por infringir el inciso (s), con la 

conducta incurrida durante la pavimentación del camino privado. 

 IV. 

En virtud de los fundamentos antes expresados, se confirma 

la Resolución recurrida.   

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
55 La expresión del Tribunal Supremo de España se emitió en un recurso en el 

que fue evaluada una sanción disciplinaria por prevaricación, que consiste en que 
a sabiendas de su injusticia dicte una resolución arbitraria en un procedimiento 

administrativo.  Véanse, L. Morillas Cueva, Reflexiones acerca del delito de 
prevaricación: desde su interpretación extensiva a su motivación reduccionista, 

Revista de Derecho, Empresa y Sociedad, Nº. 9, 2016, págs. 16-47. 


